RADICADO:


19001-33-31-006-2013-00148-01

DEMANDANTE:

LEONARDO ANDRÉS PERDOMO SUÁREZ

DEMANDADO:
INPEC

MEDIO DE CONTROL:
REPARACIÓN DIRECTA – SEGUNDA INSTANCIA

Medio de control: REPARACIÓN DIRECTA/ Lesiones de internos/ El régimen de responsabilidad es el objetivo pero al haber participado el interno de forma voluntaria en las riñas, se establece la concausa/Modifica fallo del a quo respecto del quantum de la condena.
“La Sala advierte que en las consideraciones anteriores quedó desvirtuado el argumento de la parte recurrente y del Ministerio Público, atinente a que el daño antijurídico demandado no era imputable a la entidad demandada, porque había sido producido en una riña en la que el demandante participó voluntariamente. Como se vio, dada la relación de especial sujeción que existe entre el Estado y las personas recluidas en establecimientos penitenciarios y carcelarios, aquél debe garantizar su integridad y asumir todos los riesgos que acaecen. Y la situación que el señor Perdomo haya participado en una riña, como quedó demostrado, conlleva a la configuración de la concausa, lo que incide en el monto indemnizatorio. Por lo anterior, el cargo no prospera”.

Nota de Relatoría: Ver en el mismo sentido sentencia del treinta  (30) de enero de dos mil catorce (2014), Expediente 19001333100820120019001 JEFFERSON FELIPE LOPEZ SAMBONI vs INPEC, MP NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, doce de febrero de dos mil quince
MAGISTRADO PONENTE: CARLOS HERNANDO JARAMILLO DELGADO

RADICADO:


19001333100620130014801
DEMANDANTE:

LEONARDO ANDRÉS PERDOMO SUÁREZ
DEMANDADO:
INPEC
MEDIO DE CONTROL:
REPARACIÓN DIRECTA – SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra la sentencia de 13 de agosto de 2014, proferida por el Juzgado Sexo Administrativo del Circuito de Popayán.
I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

El señor LEONARDO ANDRÉS PERDOMO, identificado con C.C. No. 88.252.135, y TD 6218
, a través de apoderada y por el medio de control de reparación directa, enderezado en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-, solicitó:
Que se declare al INPEC, administrativa y patrimonialmente responsable por los perjuicios morales, fisiológicos y materiales, ocasionados “por las graves lesiones físicas y psicológicas, padecidas por hechos ocurridos el 2 y 4 de ABRIL de 2012”, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán.
Que se condene a la entidad demandada a pagar a favor de la parte demandante, las siguientes cantidades de dinero: 
5`000.000 de pesos, por concepto de perjuicios materiales.

El equivalente a 50 SMLMV, por concepto de perjuicios morales.

Y el equivalente a 50 SMLMV, por concepto de daño fisiológico.
1.1. Los hechos
Como fundamento fáctico de la acción, se expuso:

2.1. LEONARDO ANDRES PERDOMO SUAREZ; fue dejado en el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, por orden de autoridad competente,  a quien se le identificado con T.D  006218,   según  tarjeta numérico  LEONARDO ANDRES PERDOMO SUAREZ  y  SANCHEZ DAGOBERTO DELGADO  es la  misma persona.  

2.2. El señor LEONARDO ANDRES PERDOMO   alias  DAGOBERTO DELGADO   la Junta de patios del Establecimiento, para la fecha en que resultó lesionado, le había asignado el patio ocho  4  de  ABRIL del   2012, estando en este patio,  fue agredido por otro interno, con  arma de  fabricación carcelaria..   

2.3. El interno LEONARDO ANDRES PERDOMO  ingresa a sanidad según  ATENCIÓN DE URGENCIAS: IDENTIFICACION: Sánchez Dagoberto  No de historia clínica: 6218  FECHA: 2. 04.12  RESUMEN DE ATENCION: “MC.    Lesión en región escapular izquierda, paciente  herido en patio al parecer con ACP  en región escapular izquierda…”  

2.4. Según el REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTO AGRESIONES,  Dagoberto Sánchez     T.D  6218   patio 8. TIPO DE LESION.  Heridas superficiales en región escapular izquierda  SEVERIDAD DE LA LESION: leve   AGENTE CAUSAL: leve  DESCRIPCION DE LA LESION  EN TIEMPO, LUGAR Y PERSONA:     herida superficial de +- 0.x 0.5 en región escapular izquierda. …”     2.5. El interno LEONARDO ANDRES PERDOMO SUAREZ , se encontraba  en los calabozos, aun sin recuperarse de las heridas que le propiciaron dos días antes ,  cuando fue agredido  de  nuevo por  otro interno quien lo hieren con arma corto punzante  es llevado a sanidad  

2.6. El interno LEONARDO ANDRES PERDOMO  ingresa a sanidad según  ATENCIÓN DE URGENCIAS: IDENTIFICACION: Sánchez Delgado Dagoberto  No de historia clínica: 6218  FECHA: 4. 04.12 HORA 7:45   RESUMEN DE ATENCION: “MC.    Herida brazo izquierdo y mano derecha  paciente herido x ACP en palma de la mano derecha y antebrazo izquierdo con ACP  herida de 3cm en mano derecha y t ms en brazo izquierdo cara externa ….…”  

2.7. Según el REGISTRO DE LESIONES TRAUMÁTICAS Y AUTO AGRESIONES,  Dagoberto Sánchez     T.D  6218   patio 8 ... FECHA Y HORA DE ATENCION :  4.04.2012  TIPO DE LESION :Heridas  en mano  y brazo izq   SEVERIDAD DE LA LESION :  leve   AGENTE CAUSAL:  ACP   DESCRIPCION DE LA LESION  EN TIEMPO, LUGAR Y PERSONA:    paciente herido x ACP en mano derecha herida de +- 3 cm y brazo izq herida de +- 5 cm …  secuela :  cicatriz. …”  

2.8. El INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC, es responsables de los daños causados al interno, debido a la falta de cuidado, custodia y vigilancia constante y permanente, que se debe tener en los establecimientos carcelarios. El INPEC, no cumple con sus obligaciones legales y reglamentarias, permite que al interior del establecimiento, se porte armas corto punzante, con las que se lesionan a los internos, carga que los internos NO, están obligados a soportar.  

2.9. LEONARDO ANDRES PERDOMO SUAREZ Llegó al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, en buenas condiciones de salud a pagar una condena, es obligación del Estado reintegrarlo en las condiciones en que ingreso es decir , sano al seno de la comunidad de la cual había sido separado.  

2.10. La falta o falla del servicio imputable al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC, se concreta en la ausencia de protección a la vida e integridad de las personas que por orden de autoridad legal deben ser conducidas a establecimientos de esa naturaleza, donde se les produce un daño, debido a la falta de cuidado permanente que se les debe brindar a los internos.  El INPEC, no ha logrado brindar seguridad dentro de las cárceles, en lo más elemental como son las requisas, permitiendo el porte de armas corto punzantes, y su utilización en contra de los internos como en el presente caso.” Folios 11 a 14 C. ppal.   
2. LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

El INPEC, a través de apoderado debidamente constituido, y en tiempo oportuno, contestó la demanda.

En la contestación, aceptó como ciertos los hechos, pero aclaró que el interno resultó lesionado al participar en una riña, en la que se decomisó un arma de fabricación carcelaria; a lo que agregó que por la intervención de la Guardia se evitó que el daño fuera de mayor gravedad, y que al internos se le prestó la atención médica requerida.
Se opuso a las pretensiones de la demanda, porque, en su sentir, el demandante se involucró en forma voluntaria en una riña.
Entre las razones de defensa, sostuvo que la lesión demandada se produjo por causas atribuibles al mismo interno, al participar voluntariamente en una riña.

Propuso como excepciones: Exoneración de responsabilidad, porque el hecho dañoso es culpa exclusiva de la víctima y la genérica o innominada. Fls. 36 a 39. C. ppal. 
3. ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO
3.1. Presentación y admisión de la demanda

La demanda fue presentada el 8 de mayo de 2013 –Fl. 16 reverso, C. Ppal.-, y fue admitida por auto de 4 de julio de 2013 –Fls. 19 a 20 C. ppal-.
3.2. Traslado de excepciones

De las excepciones propuestas se corrió el traslado de ley –Fl. 65 C. ppal.-, frente a las que la parte demandante no se pronunció.
3.3. Audiencias
El día 27 de marzo de 2014, se realizó la audiencia inicial.  Fl. 72 a 74 C. ppal. Y Cd. 
El día 24 de junio de 2014, se realizó la audiencia de pruebas –Fls. 75 a 77 C. ppal.-. En esta diligencia se consideró innecesaria la práctica de la audiencia de alegaciones y juzgamiento, y se dispuso la presentación por escrito de los alegatos de conclusión, luego de los cuales se proferiría sentencia por escrito. 

El INPEC alegó a folios 78 a 83 y el Ministerio Público presentó concepto a folios 84 a 88, en el sentido que se declare la responsabilidad de la demandada, y se acceda al pago de las condenas en los montos que estime el juzgador.
5. LA SENTENCIA APELADA
Se trata de la sentencia dictada el 13 de agosto de 2014, por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán, en la que se declaró la responsabilidad del INPEC, se condenó al pago de perjuicios morales, y se negaron las demás pretensiones de la demanda.
El Juzgado encontró que la demanda se interpuso en tiempo oportuno, y que era competente para su trámite. 
Luego del recuento de rigor, planteó como tesis, que el régimen de responsabilidad por los daños sufridos por personas privadas de su libertad, era el objetivo, pero que si se acreditaba un mal funcionamiento de la administración, entonces se aplicaba la falla en el servicio. Precisó que en el caso en estudio, el hecho que un interno portara un arma de fabricación carcelaria, denota suficientemente un mal funcionamiento de la administración.
El Juzgado encontró probado que el actor estaba recluido en su calidad de interno en el EPCAMS Popayán, para los días de los hechos demandados. Comprobó también que, conforme a las anotaciones de la historia clínica, los días 2 y 4 de abril de 2012 sufrió heridas en su cuerpo; y que de acuerdo a las anotaciones de la guardia del penal, las lesiones fueron ocasionadas en una riña por otro interno con un arma corto - punzante. Detalló que a partir de las pruebas no podía establecerse si el demandante había iniciado, incitado o provocado la riña. 
Más específicamente asentó que el 2 de abril de 2012, se requisó a un interno en el penal, que actuaba en forma sospechosa, y a quien se le decomisó un arma corto - punzante, a la vez que el actor presentó dos heridas. Y señaló que el 4 de abril de 2012, se observó una riña entre un interno y el demandante, donde resultó lesionado con un arma de fabricación carcelaria.

Con lo anterior, razonó que se configuraba una falla en el servicio por omisión de la entidad, al permitir el porte de elementos prohibidos al interior del centro carcelario. 

Sobre los perjuicios dijo que no estaban demostrados los materiales, así como tampoco había prueba de la disminución física o del daño a la salud, por lo que no era procedente su reconocimiento y pago. Respecto a los perjuicios morales, halló que las lesiones sufridas por el demandante eran leves, porque no comprometieron órganos vitales, y que no se probaron las secuelas, conforme a lo que los tasó en la suma de 10 SMLMV. Folios 89 a 108 C. ppal.
6. EL RECURSO DE APELACIÓN
En tiempo oportuno, la parte demandada apeló la anterior decisión. 
Sostuvo que estaba probado que el demandante desplegó su voluntad en el hecho dañoso; que las lesiones demandadas fueron ocasionadas en una riña en la que participó, “por tal motivo no puede el INPEC adquirir deudas de lesiones que los internos por su propia voluntad se causan…”

Adujo que al INPEC se le escapaba de su órbita de custodia, prever la intención del demandante de participar en una riña. 
Agregó que no había prueba sobre investigaciones realizadas por los hechos en los que el demandante resultó lesionado. Así como tampoco se probó que el demandante perdiera alguna capacidad o goce en la vida.

Solicitó que se exonere de responsabilidad, o que, en su defecto, se tenga en cuenta una responsabilidad compartida. Fls. 114 a 116 C. ppal.

7. TRÁMITE DE LA APELACIÓN
El 8 de octubre de 2014, se celebró la audiencia de conciliación de que trata el artículo 192 del CPACA, la cual se declaró fracasada. Consecuentemente, se concedió el recurso impetrado. Fls. 123 C. ppal.
Por auto de 2 de diciembre de 2014, se admitió el recurso, y se ordenó la notificación al Ministerio Público y a las partes. Fl. 3 C. del Recurso
Por auto de 10 de diciembre de 2014, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público, para que aleguen de conclusión y emita el concepto, respectivamente. Fl. 8 C. del Recurso
Las partes no hicieron uso de esta etapa procesal. 

8. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
La Procuraduría 39 Judicial Administrativa solicitó que se revoque el fallo de primera instancia.

El Procurador delimitó que la labor del Tribunal consistía en definir si el A quo resolvió en forma ajustada a derecho el asunto.
Encontró probada la calidad de interno del demandante a la fecha de los hechos, las lesiones que sufrió y la circunstancia que estas fueron producidas en una riña, en la que, a su juicio, el demandante participó en forma activa.
Consideró que en este caso, el Tribunal podía declarar la existencia del daño, pero no podía declarar la existencia de un nexo causal entre las lesiones y la omisión de la demandada, porque de conformidad con las pruebas, lo que existió fue una riña en la que participó el demandante.

Seguidamente, citó y trascribió apartes de la sentencia del Consejo de Estado de 14 de abril de 2011, radicado 20587, sobre el régimen de responsabilidad aplicable a estos asuntos.
Aclaró que la sola circunstancia fáctica de las lesiones del interno, no hacían concluir, per se, su imputación a la entidad demandada. A lo que agregó que no toda causación del daño a personas recluidas en un centro penitenciario daba lugar a la reparación por el Estado.

Conceptuó que 

“…se revoque el fallo de primera instancia, toda vez que en la causación del resultado lesivo de la integridad personal del actor tuvo una incidencia directa el proceder del interno.” Fls. 15 a 25 C. del Recurso.
II. CONSIDERACIONES

1. La competencia

Por la naturaleza del proceso y el lugar donde ocurrieron los hechos, el Tribunal es competente para decidir el asunto en SEGUNDA INSTANCIA, de conformidad con lo establecido por el artículo 153 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- Ley 1437 de 2011 -.

2. Los elementos que configuran la responsabilidad del Estado.

El artículo 90 constitucional, establece una cláusula general de responsabilidad del Estado cuando determina que éste responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados  por la acción o la omisión de las autoridades públicas, de lo cual se desprende que para declarar responsabilidad estatal se requiere la concurrencia de estos dos presupuestos: (i) la existencia de un daño antijurídico y (ii) que ese daño antijurídico le sea imputable a la entidad pública, bajo cualquiera de los títulos de atribución de responsabilidad, la falla del servicio, el daño especial, el riesgo excepcional, etc. 

3. Del régimen de responsabilidad

En sentencia de 14 de abril de 2011, número interno 20587, la Sección Tercera del Consejo de Estado sintetizó el régimen de responsabilidad aplicable en casos en que se demanda lesiones de reclusos, así:

“13. En cuanto al régimen de responsabilidad aplicable por daños causados a personas recluidas en establecimientos carcelarios o centros de detención, el Consejo de Estado ha señalado que es de carácter objetivo, teniendo en cuenta que estas personas se encuentran bajo la vigilancia, custodia y protección del Estado y que, por razón del encarcelamiento, no están en capacidad plena de repeler por sí mismos las agresiones o ataques perpetrados por agentes estatales, por otros reclusos o por terceros particulares
.

14. Siendo ello así, se ha declarado la responsabilidad patrimonial del Estado, por los daños causados a quienes se encuentra recluidos en establecimientos carcelarios o centros de reclusión, aunque no exista en el caso concreto una falla del servicio o un incumplimiento de las obligaciones de respeto y protección a cargo de las autoridades penitenciarias. En estos eventos, la responsabilidad surge de la aplicación de la teoría del daño especial, pues se parte de la premisa de que las afectaciones a la vida o a la integridad personal de los reclusos, sin que medie el incumplimiento de una obligación administrativa, no puede considerarse un efecto esperado de la detención, es decir, una carga soportable por quienes se encuentran privados de la libertad
. 

15. Con todo, nada obsta para que en este tipo de situaciones opere la causa extraña como eximente de responsabilidad, siempre que se encuentren demostrados todos y cada uno de sus elementos constitutivos.  Sin embargo, es preciso puntualizar que cuando se trata de lesiones o muertes causadas por los propios reclusos a otros reclusos, en principio, no tendrá cabida la causal de exclusión de responsabilidad, consistente en el hecho de un tercero. Es más, en estos casos, ni siquiera podría hablarse de una concurrencia de causas, puesto que el carácter particular de la relación de especial sujeción implica que el Estado debe proteger al interno de atentados contra su vida e integridad personal cometidos por el personal de custodia o vigilancia estatal, por terceros ajenos a la administración e, incluso, por otros detenidos. 

16. Ahora bien, es evidente que cuando las autoridades que tienen a su cargo el cuidado, custodia y vigilancia de los reclusos incurren en acciones u omisiones constitutivas de falla del servicio, la responsabilidad patrimonial del Estado tendrá que ser declarada con base en este título jurídico de imputación, y no en el de  daño especial.  Dicho en otros términos, esto significa que no en todos los eventos en lo que se causen daños a personas recluidas en establecimientos carcelarios o centros de reclusión hay lugar a aplicar el régimen de responsabilidad de daño especial pues, en cualquier caso, será necesario determinar si las autoridades actuaron dentro del marco de sus obligaciones legales y constitucionales.”
En fallo de 11 de agosto de 2010, número 1886, la misma Sección aseveró que el régimen de responsabilidad era objetivo:

2.1.- Régimen de responsabilidad en materia de personas recluidas en centros carcelarios o de detención.
 

En relación con las personas que se encuentran privadas de la libertad, quienes deben soportar tanto la limitación en el ejercicio de sus derechos y libertades como, igualmente, la reducción o eliminación de las posibilidades de ejercer su propia defensa con miras a repeler las agresiones de agentes estatales o de terceros respecto de quienes puedan ser víctimas al interior del establecimiento carcelario, el Estado debe garantizar por completo la seguridad de los internos y asumir todos los riesgos que lleguen a presentarse en virtud de dicha circunstancia, razón por la cual esta Sección del Consejo de Estado ha considerado que el régimen de responsabilidad aplicable a los daños causados a las personas privadas de la libertad, en sitios de reclusión oficiales, es objetivo, teniendo en cuenta las condiciones especiales en las cuales se encuentran y con fundamento en el artículo 90 de la Constitución Política. Así pues, ha puesto de presente que en estos casos, entre las personas presas o detenidas y el Estado existen “relaciones especiales de sujeción”
. 

(…)

Así pues, cuando se encuentre acreditado un daño antijurídico causado en la integridad psicofísica del recluso y/o detenido, debe concluirse que el mismo resulta imputable al Estado, bajo un régimen objetivo de responsabilidad. 

Asimismo, la Sala estima necesario precisar que, si bien el título de imputación de responsabilidad al Estado por excelencia corresponde al de la falla del servicio
, régimen de responsabilidad subjetivo que se deriva del incumplimiento de una obligación estatal y que se concreta en un funcionamiento anormal o en una inactividad de la Administración, lo cierto es que en estos eventos, debido a la  relación jurídica de sujeción  a la cual somete el Estado a la persona que priva de su libertad por su cuenta y decisión, el régimen de responsabilidad se torna objetivo, esto es que a pesar de demostrar la diligencia de la Administración, queda comprometida su responsabilidad, pues –bueno es insistir en ello–, el Estado asume por completo la seguridad de los internos. 

Lo anterior no obsta para que en este tipo de situaciones opere la causa extraña en sus diversas modalidades, como causal exonerativa de responsabilidad, casos en los cuales, como resulta apenas natural, la acreditación de la eximente deberá fundarse en la demostración de todos y cada uno de los elementos constitutivos de la que en cada caso se alegue: fuerza mayor, culpa exclusiva de la víctima o hecho exclusivo de un tercero, según corresponda; por consiguiente, no es procedente afirmar de manera simple y llana que la sola constatación de la existencia de una aparente causa extraña como origen o fuente material o fenomenológica, en relación con los daños ocasionados a reclusos, resulte suficiente para que estos puedan considerarse como no atribuibles –por acción u omisión
– a la Administración Pública
.
(…)

Así pues, en cada caso concreto, en el cual se invoque la existencia de una causa extraña por parte de la entidad demandada, deberán analizarse las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales se hubiere producido el daño, por cuanto es posible que el Estado haya contribuido causalmente a la generación del mismo. 

En ese orden de ideas, resulta dable concluir que para que tales eximentes de responsabilidad tengan plenos efectos liberadores respecto de la responsabilidad estatal, resulta necesario que la causa extraña sea la causa exclusiva, esto es única, del daño y que, por tanto, constituya la raíz determinante del mismo.
Igualmente, debe precisarse que, en tratándose de las lesiones o el homicidio de que puedan ser víctimas los reclusos por razón de la acción ejecutada por otros detenidos por el mismo Estado, en principio no tendrá cabida la causal de exoneración de responsabilidad consistente en el hecho de un tercero, así como tampoco resultará procedente aplicar la llamada “concurrencia de culpas”
 en virtud de tal eximente de responsabilidad, puesto que tal como se analizó anteriormente, el carácter particular de la relación de especial sujeción implica que el Estado debe respetar y garantizar por completo la vida e integridad del interno respecto de los daños que pudieren producir, precisamente, otros reclusos, terceros particulares o incluso del propio personal oficial.”
De manera que, cuando se encuentre acreditado un daño antijurídico causado a la integridad física del detenido, debe concluirse que el mismo resulta imputable al Estado, bajo un régimen objetivo de responsabilidad.

4. El caso concreto
En el proceso está establecido que el señor Leonardo Andrés Perdomo, estaba recluido en el Centro Penitenciario y Carcelario “San Isidro” de Popayán, para la fecha de los hechos: 2 y 4 de abril de 2012. Este hecho resultó probado con copia de la tarjeta numérica del señor Perdomo, y con las anotaciones registradas sobre él, en los diferentes informes realizados por el INPEC Popayán, con ocasión de los hechos ocurridos en esas fechas. Folio 2 C. ppal.
También se tiene acreditado que el señor Perdomo sufrió unas heridas, en hechos ocurridos el 2 y el 4 de abril de 2012 dentro de las instalaciones del centro penitenciario y carcelario. Este hecho fue demostrado con copia de la Historia Clínica y del Registro de Lesiones Traumáticas y Autoagresiones, que reposa a folios 3 a 4, 6 a 7, y 47 a 51 del cuaderno principal.
Tal como lo trascribió el A quo, el señor Perdomo fue atendido médicamente, el 2 de abril de 2012, por una lesión en la región escapular izquierda al parecer por arma corto - punzante, y el 4 de abril de 2012 por una herida en brazo izquierdo y antebrazo izquierdo, y en brazo derecho, con arma corto - punzante.
Según los Registros de Lesiones, las heridas del 2 de abril de 2012 no dejaron secuelas, y las heridas de 4 de abril de 2012 dejaron como secuela permanente una cicatriz.
Sobre la forma como ocurrieron las lesiones, el A quo anotó en la sentencia que ellas ocurrieron con ocasión de una riña, y con el decomiso de armas corto - punzantes y/o de fabricación carcelaria.
En específico, respecto a las lesiones de 2 de abril de 2012, en el Informe de Novedad suscrito por el Dragoneante Arango Vela, a folio 42 del cuaderno principal, se relata que se observó al interno Torres Edy Alberto, con TD 8484, que actuaba en forma sospechosa, 
“por lo que procedo a individualizarlo y practicarle procedimiento de requisa de tercer nivel, encontrando que tenía un arma punzante en la mano derecha, por lo que se procedió a diligenciar el formato de comiso de elementos de prohibida tenencia.
Teniendo en cuenta la actitud del interno se procedió a revisar todo el personal de internos del patio, encontrando efectivamente que el interno SANCHEZ DELGADO DAGOBERTO TD 6218 presentaba dos heridas superficiales en el hombro izquierdo, por lo que se trasladó al área de sanidad para la respectiva valoración médica…”
Respecto a las lesiones de 4 de abril de 2012, en el Libro de Minuta del Pabellón 8, se registró:
“040412
7:20
RIÑA
A esta hora se observa una riña en el centro del pabellón entre los internos Fredy Paredes Castillo TD 8159 y el interno Sánchez Delgado Dagoberto TD 6218 de la cual sale lesionado el interno Sánchez Delgado Dagoberto quien presenta heridas en la mano derecha y brazo izquierdo por lo cual es llevado al área de sanidad para que sea atendido por el médico de turno. Al interno Fredy Paredes Castillo se le comisó 01 platina de fabricación carcelaria con la cual agredió al interno Sánchez Delgado” 
Con estos elementos de juicio, está acreditado el daño antijurídico sufrido por el señor Leonardo Andrés Perdomo, o alias Dagoberto Sánchez Delgado, consistente en unas heridas en su hombro y en su brazo izquierdo y en su mano derecha, causadas con un elemento corto punzante, de intensidad moderada.
Este daño fue padecido por el señor Perdomo, los días 2 y 4 de abril de 2012, cuando se encontraba recluido al interior del EPCAMS POPAYÁN.
En cuanto a si ese daño es imputable a la entidad demandada, el A quo consideró que sí, a título de falla en el servicio, por una falencia en evitar el porte y uso de armas corto punzantes y una falencia en evitar las riñas entre reclusos. Por su parte, la entidad demandada y el Ministerio Público, deprecaron que no era atribuible al INPEC, porque las lesiones se causaron en una riña en la que el interno participó voluntariamente.
Sobre la imputación, es bueno recordar que, de acuerdo con la jurisprudencia trascrita, el régimen de responsabilidad aplicable en tratándose de personas recluidas en establecimientos penitenciarios, es el régimen objetivo, en razón a que el Estado debe garantizar por completo la seguridad de los reclusos y asumir todos los riesgos, lo que a su vez se explica porque las personas privadas de la libertad tienen reducido el ejercicio de sus derechos y libertades y tienen reducida –o eliminada- la posibilidad de defenderse de agresiones provenientes de agentes del Estado o de terceros.
En específico, cabe anotar que esta Corporación, en sentencia de 6 de febrero de 2014, MP. Naun Mirawal Muñoz Muñoz, radicado 2012 00163 01, en un asunto semejante al sub examine, consideró que el daño demandado en esa oportunidad era atribuible a la entidad demandada, y que, en tanto se había ocasionado en una riña entre internos al interior de uno de los patios del EPCAMS Popayán, operaba la concausa, por lo que el monto de la indemnización se veía reducido en cierto porcentaje.
En el pronunciamiento se consideró que:

“De acuerdo con las pruebas referenciadas esta Colegiatura advierte que el demandante tal y como lo afirmó la A quo, participó activamente en los hechos que dieron lugar a la producción del daño por el cual demanda, toda vez que es claro que de manera voluntaria decidió enfrentarse con su compañero donde resultó lesionado, causándole también heridas a éste último con el elemento que llevaba consigo.

De esta manera, las circunstancias en que se produjeron los in sucesos del 9 de septiembre de 2010, permiten perfectamente la configuración de la co-causa, sin que resulte relevante entrar a discutir quién inició la riña, toda vez que el factor determinante para que ésta opere consiste en que la conducta de la persona lesionada de lugar de manera cierta y eficaz en el desenlace del resultado, situación que se encuentra acreditada en el sub lite con la participación que el actor tuvo en la riña que se suscitó, por lo que de ninguna manera las agresiones que éste le perpetró a su ofensor pueden tenerse en cuenta como un simple mecanismo de defensa, como lo pretende hacer ver el  recurrente. 

Así las cosas, para esta Sala resulta razonable la disminución del quantum indemnizatorio efectuada por la instancia, en razón a que su sustento se encuentra tal y como se advirtió en la conducta del implicado, de la cual se derivó el resultado dañoso que padeció en su integridad, por lo que se desestimará la alzada y en consecuencia confirmará la sentencia de primera instancia en este aspecto.”

Lo que aplicado al sub judice conlleva a que se confirme el fallo apelado, en cuanto declaró la responsabilidad administrativa del INPEC por el daño demandado y, a la vez, a aplicar la concausa invocada en el recurso de alzada.

En efecto, en la sentencia se consideró que el daño antijurídico demandado, consistente en las lesiones padecidas por el señor Leonardo Andrés Perdomo, tanto el 2 y el 4 de abril de 2012, era atribuible a la entidad demandada, porque ocurrieron al interior del centro penitenciario y carcelario donde se encontraba recluido. 
Empero, no se advirtió o enfatizó en que dichas lesiones acaecieron, tanto el 2 y el 4 de abril de 2012, en unas riñas en las que el señor Perdomo participó en forma eficiente, por lo que se configura la concausa, por lo que el monto indemnizatorio debe reducirse en un 50%.
Que las lesiones el día 2 de abril de 2014 fueron causadas en una riña, se desprende del Informe de la Oficina de Investigaciones a Internos, a folios 40 a 41 del cuaderno principal, y del Informe de Novedad del Pabellón 8, a folio 42 del cuaderno principal, ya trascrito.
Y que las lesiones el día 4 de abril de 2012 fueron causadas en una riña, se desprende del mismo informe de la Oficina de Investigaciones a Internos, a folios 40 a 41 del cuaderno principal, en el que se lee:

“que el señor LEONARDO ANDRÉS PERDOMO, SI presenta informe para la fecha del 02 y 04 DE ABRIL DE 2012, con radicación No. 423-12 Y 426-12 respectivamente por participar en una riña
FECHA
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02/04/2012

Riña

423-12

04/04/2012

Riña

426-12

04/04/2012

Riña

429-12”

Así como del Informe Contra Interno, visible a folio 6 del cuaderno de pruebas, en el que se consignó:

“…que siendo las 07:20 horas, se presentó una riña al interior del pabellón No. 8 entre los internos PAREDES CASTILLO FREDDY TD 8159 y SÁNCHEZ DELGADO DAGOBERTO TD 6218, resultando lesionado éste último en la mano derecha y el brazo izquierdo… de igual manera el interno PAREDES es sacado al pasillo central para efectuarle una requisa en la cual se le comisa 01 platina con punta y filo o arma blanca de elaboración artesanal”.
También de la diligencia de descargos vertida por el interno Paredes Castillo Freddy, a folio 9 del cuaderno de pruebas, en la que aceptó que para el 4 de abril de 2012 la riña sí se produjo. 
Y de la Minuta de Guardia del Pabellón 8, a folio 42 del cuaderno de pruebas, arriba trascrita.

Así las cosas, la Sala comparte la posición del Juzgado, que el daño demandado y comprobado es imputable a la entidad demandada; pues, se trató de unas lesiones sufridas por el señor Leonardo Andrés Perdomo, los días 2 y 4 de abril de 2012, cuando se encontraba en el EPCAMS Popayán. La imputación se sustenta en que el INPEC es guardián de la integridad del recluso, dada la relación de especial sujeción que los ata, como se explicó en párrafos anteriores.

Y, probado como quedó, que las lesiones fueron causadas en unas riñas en las que el demandante se tranzó con otros internos, con armas corto-punzantes, es acertada la concausa como factor de reducción del monto indemnizatorio, tal como lo alegó la parte apelante. Sobre esta reducción, se adoptará la decisión correspondiente al final de esta providencia.
5. De los cargos de la apelación

La Sala advierte que en las consideraciones anteriores quedó desvirtuado el argumento de la parte recurrente y del Ministerio Público, atinente a que el daño antijurídico demandado no era imputable a la entidad demandada, porque había sido producido en una riña en la que el demandante participó voluntariamente. Como se vio, dada la relación de especial sujeción que existe entre el Estado y las personas recluidas en establecimientos penitenciarios y carcelarios, aquél debe garantizar su integridad y asumir todos los riesgos que acaecen. Y la situación que el señor Perdomo haya participado en una riña, como quedó demostrado, conlleva a la configuración de la concausa, lo que incide en el monto indemnizatorio. Por lo anterior, el cargo no prospera.
La Sala tampoco encuentra próspero el cargo de la alzada, atinente a que no hay prueba de que se hayan investigado los hechos demandados, con lo cual se enervaría la declaratoria de responsabilidad. Pues, el artículo 90 constitucional prevé la declaratoria de responsabilidad extracontractual del Estado, una vez se compruebe un daño antijurídico y una imputación al Estado. Lo que aplicado al sub examine, revela que el daño consistió en unas lesiones sufridas por el señor Leonardo Andrés Perdomo, los días 2 y 4 de abril de 2012, el cual es atribuible al INPEC, porque se encontraba recluido en el EPCAMS Popayán, y fue producido con armas corto – punzantes, en unas riñas con otros internos. De aquí que la inexistencia de una investigación sobre los hechos demandados no tiene la potencia suficiente de exonerar de responsabilidad a la entidad demandada, siempre y cuando los supuestos fácticos de la demanda y de la responsabilidad extracontractual del Estado estén comprobados con cualquier medio probatorio.
Por otro lado, la Sala recuerda que el perjuicio moral por daños consistentes en lesiones, se presume para la víctima directa, tanto por haber padecido lesiones graves o leves. Cfr. Consejo de Estado,  Sección Tercera, 28 de octubre de 1999, número 12384; Consejo de Estado, Sección Tercera, 25 de febrero de 2009, número 15793; y Consejo de Estado, Sección Tercera, 11 de agosto de 2010, número 18894.
Bajo tal presunción, es procedente el reconocimiento y pago del perjuicio moral para el demandante; por lo que el cargo de la apelación no prospera. Debe anotar la Sala que el monto indemnizatorio por ese concepto, debe ser reducido, en razón a la concausa que se configuró en el presente caso.
6. Conclusión

Bajo las anteriores consideraciones se confirmará la sentencia apelada, y se modificará el monto reconocido por concepto de perjuicios morales, en el sentido de disminuirlo a la mitad, por la configuración de la concausa en la producción del daño, según lo expuesto.
7. De las costas

La condena en costas en los procesos contenciosos administrativos está prevista en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, que dispone:

Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.
Por su parte, la disposición del procedimiento civil pertinente, ahora contenida en el Código General del Proceso, señala:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código.

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella.

3. En la providencia del superior que confirme en todas sus partes la de primera instancia se condenará al recurrente en las costas de la segunda.

4. Cuando la sentencia de segunda instancia revoque totalmente la del inferior, la parte vencida será condenada a pagar las costas de ambas instancias.

5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión.

6. Cuando fueren dos (2) o más litigantes que deban pagar las costas, el juez los condenará en proporción a su interés en el proceso; si nada se dispone al respecto, se entenderán distribuidas por partes iguales entre ellos.

7. Si fueren varios los litigantes favorecidos con la condena en costas, a cada uno de ellos se les reconocerán los gastos que hubiere sufragado y se harán por separado las liquidaciones.

8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.

9. Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas. Sin embargo podrán renunciarse después de decretadas y en los casos de desistimiento o transacción.

La Sala se abstendrá de condenar en costas de esta instancia, porque el recurso de apelación prosperó en forma parcial, en tanto que se confirmará la declaratoria de responsabilidad de la entidad demandada, pero se accederá a la configuración de la concausa, por lo que se reducirá el monto reconocido por concepto de perjuicios morales. 
III. DECISIÓN:

Por lo expuesto, el TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

F A L L A:

1. Confirmar la sentencia de 13 de agosto de 2014, proferida por el Juzgado Sexo Administrativo del Circuito de Popayán, en el asunto de la referencia.
2. Modificar el numeral tercero (sic) de la sentencia de 13 de agosto de 2014, proferida por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán, en el asunto de la referencia, en el sentido de disminuir a la mitad el monto reconocido por concepto de perjuicios morales, según lo expuesto, el cual quedará así:
TERCERO.- Como consecuencia de la declaración anterior, CONDÉNESE al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC, a pagar al señor LEONARDO ANDRÉS PERDOMO o DAGOBERTO SÁNCHEZ DELGADO, identificado con TD. 6218, por concepto PERJUICIOS MORALES el equivalente a CINCO (5) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES.

3. No condenar en costas de esta instancia, por las razones expuestas.

4. Devuélvase al Juzgado de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha.
Los Magistrados,
CARLOS H. JARAMILLO DELGADO

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ
DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO
� El demandante es identificado con dos nombres: Leonardo Andrés Perdomo y Dagoberto Sánchez Delgado. Estos nombres se usan en el proceso y en las pruebas, indistintamente, aunque él mismo aclaró en entrevista realizada por la Policía Judicial, con ocasión de los hechos de 4 de abril de 2012,  lo siguiente, preguntado por sus generales de ley “Mi nombre LEONARDO ANDRÉS PERDOMO SUÁREZ, pero aquí en la cárcel siempre me han identificado como DAGOBERTO SÁNCHEZ DELGADO, pero hasta hace dos meses que me llegó una plena identidad que solicitó el juzgado tercero de ejecución de penas de Popayán, quien confirmó que mi nombre es Leonardo Andrés Perdomo Suárez. Y mis demás datos generales de ley son como ya están consignados.” Folio 56. C. ppal. Pero con uno u otro nombre el número identificación de la cédula de ciudadanía y de la tarjeta dactilar son los mismos y corresponden a los anotados.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de agosto de 2010, rad. 18.886, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, rad. 19.849, C.P. Enrique Gil Botero. 


� En similares términos puede consultarse, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 7 de octubre del 2009, Exp. 16.990 y del 26 de mayo del 2010, Exp. 18.800. 


� Al respecto, consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 27 abril del 2006, Exp. 21138 y del 27 de noviembre de 2002, Exp. 13760, ambas con ponencia del Consejero, doctor Alier Hernández Enríquez. 





� Al respecto ver, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 13 de julio de 1993, Exp. 8163 y del 16 de julio de 2008, Exp. 16423, entre otras. 


� Si se tiene en cuenta que la comprensión mayoritaria —aunque deba darse cuenta de la existencia de pareceres discrepantes— niega que las omisiones puedan ser causa, en un sentido estrictamente naturalístico u ontológico, de un resultado, como lo han señalado, por vía de ejemplo, MIR PUIG y JESCHECK, de la siguiente manera: “resulta imposible sostener que un resultado positivo pueda haber sido causado, en el sentido de las ciencias de la naturaleza, por un puro no hacer (ex nihilo nihil fit)” (énfasis en el texto original), sostiene aquél; “La causalidad, como categoría del ser, requiere una fuente real de energía que sea capaz de conllevar un despliegue de fuerzas, y ello falta precisamente en la omisión (“ex nihilo nihil fit)”, afirma éste. Cfr. MIR PUIG, Santiago, Derecho Penal. Parte General, 5ª edición, Reppertor, Barcelona, 1998, p. 318 y JESCHECK, Hans-Heinrich, Tratado de Derecho Penal. Parte General, Bosch, Barcelona, 1981, p. 852, apud MIR PUIGPELAT, Oriol, La responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria, cit., pp. 241-242. 





Sin embargo, la tantas veces aludida distinción categorial entre causalidad e imputación permite explicar, precisamente, de forma mucho más coherente que si no se parte de la anotada diferenciación, la naturaleza del razonamiento que está llamado a efectuar el Juez de lo Contencioso Administrativo cuando se le llama a dilucidar si la responsabilidad del Estado debe quedar comprometida como secuela no ya de una actuación positiva, sino como consecuencia de una omisión de la entidad demandada, pues aunque se admita que dicha conducta omisiva fenomenológicamente no puede dar lugar a la producción de un resultado positivo —de un daño—, ello no significa, automáticamente, que no pueda generar responsabilidad extracontractual que deba ser asumida por el omitente. Pero esa cuestión constituirá un asunto no de causalidad, sino de imputación. 


Y es que en los eventos en los cuales la conducta examinada es una acción, para que proceda la declaratoria de responsabilidad resulta menester que exista relación de causalidad entre ella y el resultado, lo cual no es suficiente porque debe añadirse que éste sea jurídicamente atribuible o imputable a aquélla; pero, como señala MIR PUIGPELAT,





“… cuando la conducta es, en cambio, una omisión, la relación de causalidad no es sólo insuficiente, sino, incluso, innecesaria (…) Y existirá imputación del resultado cuando el omitente tenía el deber jurídico de evitar el resultado lesivo, poseyendo la acción —debida— omitida capacidad para evitarlo. En el momento de comprobar esta última cuestión (la capacidad evitadora de la acción omitida) se examina si existe relación de causalidad entre la acción omitida y el resultado producido. Pero obsérvese bien: no es una relación de causalidad entre la omisión y el resultado, sino entre la acción (que, a diferencia de la omisión, sí tiene eficacia causal) no realizada y el resultado; y, además, es una causalidad meramente hipotética, entre una acción imaginada que no ha llegado a producirse y un resultado efectivamente acontecido. Los problemas fundamentales que se plantean, pues, en sede de omisión (y que son problemas de imputación), son la determinación de cuándo existe el deber jurídico de evitar el resultado (en definitiva, la determinación de cuándo se encuentra la Administración en posición de garante de la víctima) y la concreción del grado de capacidad evitadora del resultado que exigimos a la acción omitida, partiendo de valoraciones normativas, para imputar el resultado a la omisión”. Cfr. MIR PUIGPELAT, Oriol, La responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria, cit., pp. 242-244.   





� Cf. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 15 de octubre de 2008. Exp. 18586. M.P. Enrique Gil Botero.





� En relación con la concausa, esta Sección del Consejo de Estado ha sostenido que el comportamiento de la víctima o de un tercero, habilita al juzgador para reducir el quantum indemnizatorio (artículo 2.357 Código Civil) puesto que aquel contribuye, de manera cierta y eficaz, en la producción del hecho dañino, es decir cuando la conducta de la persona participa en el desenlace del resultado, habida consideración de que la víctima o el tercero contribuyó realmente a la causación de su propio daño. Ver por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 13 de septiembre de 1999, Exp. 14.859 y del 10 de agosto de 2005, Exp. 14.678. M.P. María Elena Giraldo Gómez, entre otras decisiones.
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